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HIPOTECA POR LA 
VÍA ORDINARIA   

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la Juez 
Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez 

Brignoni Mártir, Juez Ponente 
 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 16 de abril de 2021. 

I 

 El 11 de octubre de 2016, Ricardo Feliciano Figueroa (en adelante 

señor Figueroa Feliciano o  apelante) instó una Demanda por cobro de 

dinero y ejecución de hipoteca en contra de Juan Cuevas Plaza y Jonathan 

Morales Cruz (en adelante parte apelada). Alegó en esencia que el señor 

Cuevas Plaza suscribió ante notario un pagaré hipotecario al portador 

garantizado un préstamo de $60,000.00 con interés anual al 15%. En 

garantía de dicha obligación se otorgó una escritura de hipoteca voluntaria 

la cual fue inscrita en el Registro de la Propiedad sobre dos inmuebles 

propiedad del señor Cuevas Plaza. Según adujo el demandante, el señor 

Cuevas Plaza incumplió con los términos de la obligación al no realizar el 

pago acordado. Por lo que, siendo el actual tenedor del pagaré, solicitó que 

se le condenara al pago del monto adeudado y que, de ser necesario, se 

ordenará la venta judicial de los inmuebles hipotecados. El apelante 

acumuló como codemandado al señor Morales Cruz por ser el actual titular 
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de las propiedades hipotecadas tras haber realizado una compraventa con 

el señor Cuevas Plaza.  

El 6 de septiembre de 2018, el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (en adelante TPI), emitió una sentencia en rebeldía 

en contra del señor Cuevas Plaza en la que se le condenó a pagarle 

solidariamente al señor Feliciano Figueroa las sumas reclamadas. No 

obstante, el caso continuó en contra del señor Morales Cruz. Transcurridos 

varios trámites procesales  entre el demandante y el codemandado Morales 

Cruz, que incluyen mociones de sentencia sumaria presentadas por ambas 

partes, el TPI emitió la Sentencia recurrida el 12 de febrero de 2021, la cual 

fue notificada el 18 de febrero de 2021.  

 En el aludido dictamen el foro de instancia determinó que no había 

controversia real en cuanto a ningún hecho material, por lo que dispuso de 

manera sumaria del caso. Resolvió que en vista de que el señor Morales 

Cruz se obligó en la compraventa al pago de las hipotecas inscritas por 

medio de la retención del monto adeudado, subsiste una obligación 

solidaria de su parte circunscrita a restituirle al señor Feliciano Figueroa el 

pago del monto adeudado por el señor Cuevas Plaza. A esos efectos 

determinó que el monto adeudado al apelante era de $38,694.00. Por lo 

que, de conformidad con el Art. 1652 del anterior Código Civil, condenó al 

señor Morales Cruz  al pago de $29,020.5 al demandante y de $9,673.50 

al Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  

 El 5 de marzo de 2021, el señor Morales Cruz presentó una Solicitud 

de Reconsideración. De otra parte, el 19 de marzo de 2021, el señor 

Feliciano Figueroa presentó un recurso de Apelación en el que nos solicita 

que revoquemos la Sentencia emitida. 

II 

A. Jurisdicción 

La jurisdicción es el poder o autoridad de un tribunal para considerar y 

decidir casos y controversias. Es por ello que, la jurisdicción incide 

directamente sobre el poder mismo para adjudicar una controversia. Allied 
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Mgmt. Grp., Inc. v. Oriental Bank, 204 DPR 374, 386 (2020); S.L.G. Solá-

Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011). La ausencia de 

jurisdicción conlleva las siguientes consecuencias: no es susceptible de ser 

subsanada; las partes no pueden conferírsela voluntariamente a un tribunal 

como tampoco puede este arrogársela; la nulidad de los dictámenes 

emitidos; la imposición a los tribunales del ineludible deber de auscultar su 

propia jurisdicción; la obligación a los tribunales apelativos de examinar la 

jurisdicción del foro de donde procede el recurso y su alegación puede 

presentarse en cualquier etapa del procedimiento, a instancias de las 

partes o por el tribunal a motu proprio. Íd.  De manera que, si un tribunal 

carece de jurisdicción, solo resta así declararlo y desestimar la reclamación 

sin entrar en los méritos de la controversia. Mun. de San Sebastián v. QMC 

Telecom, 190 DPR 652, 660 (2014). De conformidad con lo anterior, la 

Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, dispone que, este foro podrá desestimar un recurso a iniciativa 

propia, por carecer de jurisdicción, entre otras razones. 

 Una de las circunstancias que afecta la jurisdicción de un tribunal es 

la presentación de un recurso prematuro. Un recurso prematuro es aquel 

que se presenta con relación a una determinación que está pendiente ante 

la consideración de un foro apelado, o sea, que aún no ha sido finalmente 

resuelta. Yumac Home v. Empresas Masso, 194 DPR 96, 107 (2015).  Es 

decir, un recurso prematuro es el que se presenta antes de tiempo. Íd. Un 

recurso prematuro, al igual que uno tardío, priva de jurisdicción al tribunal 

al cual se recurre. Íd. Esto es así puesto que su presentación carece de 

eficacia y no produce ningún efecto jurídico, pues en ese momento en el 

tiempo aún no ha nacido autoridad judicial alguna para acogerlo. Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008).  

Por consiguiente, en tanto un recurso prematuro priva de jurisdicción 

al tribunal, el mismo debe ser desestimado sin entrar en los méritos de la 

controversia. Ahora bien, la desestimación de un recurso prematuro le 

permite a la parte que recurre volver a presentarlo, una vez el foro apelado 

http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA%2015/word/javascript:searchCita('190DPR652')
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resuelve lo que estaba ante su consideración. Yumac Home v. Empresas 

Masso, supra. 

B. Moción de reconsideración 

La Regla 47 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, dispone lo siguiente 

en cuanto a la moción de reconsideración: 

La parte adversamente afectada por una orden o 
resolución del Tribunal de Primera Instancia podrá, 
dentro del término de cumplimiento estricto de quince 
(15) días desde la fecha de la notificación de la orden 
o resolución, presentar una moción de reconsideración 
de la orden o resolución. 

La parte adversamente afectada por una sentencia del 
Tribunal de Primera Instancia podrá, dentro del 
término jurisdiccional de quince (15) días desde la 
fecha de archivo en autos de copia de la notificación 
de la sentencia, presentar una moción de 
reconsideración de la sentencia. 

La moción de reconsideración debe exponer con 
suficiente particularidad y especificidad los hechos y el 
derecho que la parte promovente estima que deben 
reconsiderarse y fundarse en cuestiones sustanciales 
relacionadas con las determinaciones de hechos 
pertinentes o conclusiones de derecho materiales. 

La moción de reconsideración que no cumpla con las 
especificidades de esta regla será declarada ‘sin lugar‘ 
y se entenderá que no ha interrumpido el término para 
recurrir. 

Una vez presentada la moción de reconsideración 
quedarán interrumpidos los términos para recurrir en 
alzada para todas las partes. Estos términos 
comenzarán a correr nuevamente desde la fecha en 
que se archiva en autos copia de la notificación de la 
resolución resolviendo la moción de reconsideración. 

La moción de reconsideración se notificará a las 
demás partes en el pleito dentro de los quince (15) días 
establecidos por esta regla para presentarla ante el 
tribunal de manera simultánea. El término para 
notificar será de cumplimiento estricto. 

De la precitada norma surge que, una vez se presenta una moción 

de reconsideración de manera oportuna y fundamentada, se interrumpe el 

término para recurrir al foro apelativo intermedio. Dicho término comienza 

a transcurrir nuevamente desde que se archiva en autos copia de la 

notificación de la resolución resolviendo la moción de reconsideración. 

Morales y Otros v. The Sheraton Corp., 191 DPR 1 (2014). De manera que, 

siempre que se cumpla con los requisitos de forma expuestos en la regla, 

el término para recurrir en alzada quedará automáticamente interrumpido 
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al presentarse la moción de reconsideración. Íd. Una moción que 

razonablemente cuestiona la decisión y que fundamenta su planteamiento, 

será suficiente para cumplir con la regla. Íd.  

III 

 En el caso de epígrafe el codemandado Morales Cruz presentó ante 

el TPI una Moción de Reconsideración el 5 de marzo de 2021, la cual 

pudimos examinar. Según surge del portal de la Rama, Consulta de Caso, 

dicha moción no ha sido adjudicada por el foro recurrido. En vista de ello, 

el término para recurrir en alzada ante este tribunal solicitando la revisión 

de la Sentencia emitida el 12 de febrero de 2021, no ha comenzado a 

decursar. A tales efectos, el recurso de apelación instado por el señor 

Feliciano Figuera se presentó de manera prematura privándonos de 

jurisdicción para atenderlo.  

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos se desestima el recurso de 

apelación presentado por prematuro.  

Se ordena a la secretaría el desglose del apéndice presentado.  

Notifíquese inmediatamente.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


